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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

CORRECCION de errores de la Orden de 5 de
diciembre de 2000, sobre modificación parcial de la
Orden de 13 de abril de 1998, por la que se regula
el procedimiento de concesión de subvenciones por
el Instituto Andaluz de la Mujer a Ayuntamientos, Man-
comunidades de Municipios y Consorcios para el man-
tenimiento de los Centros Municipales de Información
a la Mujer. (BOJA núm. 148, de 23.12.2000).

Advertido error en el texto de la Orden de la Consejería
de la Presidencia de 5 de diciembre de 2000, por la que
se modifica parcialmente la de 13 de abril de 1998, por la
que se regula el procedimiento de concesión de subvenciones
por el Instituto Andaluz de la Mujer a Ayuntamientos, Man-
comunidades de Municipios y Consorcios para el manteni-
miento de los Centros Municipales de Información a la Mujer;
publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núme-
ro 148, de 23 de diciembre de 2000, se procede a su oportuna
rectificación:

En el primer inciso del artículo único de la Orden referida,
donde dice: «Artículo único. Se modifica la Orden de la Con-
sejería de la Presidencia de 5 de abril de 1999, en los términos
que a continuación se expresan»; debe decir: «Artículo único.
Se modifica la Orden de la Consejería de la Presidencia de
13 de abril de 1998, en los términos que a continuación
se expresan:».

Sevilla, 9 de enero de 2000

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 22 de diciembre de 2000, por la que
se regula y convoca la concesión de subvenciones en
materia de consumo a las Federaciones de Asocia-
ciones de Consumidores y Usuarios de Andalucía para
el ejercicio 2001.

El fomento de las Asociaciones de Consumidores y Usua-
rios constituye uno de los elementos básicos a través del cual
se articula la protección del consumidor, siendo así proclamado
por la Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y
Usuarios en Andalucía, en su Exposición de Motivos.

El capítulo séptimo del mencionado texto legal configura
las Organizaciones de Consumidores y Usuarios como cauces
de participación en los asuntos públicos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía que les afecten, así como de repre-
sentación, consulta y defensa de los derechos e intereses de
los consumidores y usuarios, y reconoce su derecho a recibir
el apoyo de las Administraciones Públicas de Andalucía en
la consecución de sus fines, especialmente en el ámbito de
la información y educación de los consumidores y usuarios.

Por tanto, y al objeto de dar cumplimiento a los requisitos
de publicidad, concurrencia y objetividad en la concesión, que
son característicos de las subvenciones, se hace preciso dictar
una disposición que regule el proceso de concesión de sub-
venciones a las Federaciones de Asociaciones de Consumi-
dores y Usuarios de Andalucía, conforme con lo previsto en
el artículo 27 de la citada Ley 5/1985.

En su virtud, y de conformidad con lo establecido en
el artículo 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General

de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y de acuerdo con las facultades atribuidas en el artículo
39 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
de las competencias asignadas por Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
y de acuerdo con el Decreto 373/2000, de 28 de julio, de
Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
1. La presente Orden tiene por objeto regular la concesión

de subvenciones que la Consejería de Gobernación pueda otor-
gar a las Federaciones de Asociaciones de Consumidores y
Usuarios (en adelante Federaciones) para la realización de
actividades en materia de consumo durante el año 2001.

2. La concesión de las ayudas estará limitada a los corres-
pondientes créditos consignados en el Programa 3.4.D del
Presupuesto de Gastos de la Junta de Andalucía para el ejer-
cicio del año 2001.

Artículo 2. Conceptos subvencionables.
1. Las subvenciones se concederán con carácter general

para atender las siguientes finalidades, realizadas tanto por
la Federación Regional como por sus Organizaciones Pro-
vinciales:

a) La creación y funcionamiento de Gabinetes Técnicos
y Jurídicos que presten asesoramiento de todo tipo a los con-
sumidores y usuarios, en el ejercicio del derecho de repre-
sentación y audiencia que les asiste.

b) La asistencia a cursos de formación, organizados por
la Dirección General de Consumo u otros Organismos oficiales.

c) La realización de campañas de información sobre con-
sumo, tales como ensayos comparativos, estudios, encuestas,
publicaciones, organización de cursos de formación, etc.

d) La celebración de actos estatutarios.
e) Funcionamiento de las Asociaciones de Consumidores

y Usuarios.

2. Se subvencionarán con carácter prioritario las actua-
ciones y campañas encaminadas a los siguientes objetivos:

a) Programas de información sobre vivienda.
b) Fomento del Asociacionismo.
c) Fomento del sistema arbitral de consumo.
d) Fomento del consumo sostenible.
e) Control de publicidad.
f) Programas dedicados a la protección de colectivos espe-

cíficos más desprotegidos de la sociedad y actividades de
cooperación.

3. Podrán considerarse, como costes subvencionables con
cargo a estos proyectos, los gastos generales de la asociación
y los costes del personal que se destinen a la ejecución de
los mismos, así como los demás costes específicos establecidos
en cada programa.

En cada programa se podrá incluir una partida de hasta
el 15% del valor total del mismo, para sufragar los gastos
generales y de mantenimiento de la infraestructura de la
asociación.

Asimismo, en cada programa se podrá incluir una partida
de hasta un 50% del valor total del mismo para los gastos
del personal necesario para la ejecución del mismo, excepto
en el programa de gabinetes técnicos-jurídicos, en que dicha
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partida podrá llegar al 80%. En el caso del personal propio
de la Federación, éste deberá estar contratado laboralmente
con duración al menos semestral, dado de alta en la Seguridad
Social y capacitado laboralmente mediante titulación univer-
sitaria o no universitaria necesaria y suficiente para la rea-
lización de las labores indicadas en cada programa.

4. En los supuestos previstos en el apartado anterior será
preciso que la Federación haga constar en la solicitud de la
subvención cuál va a ser el gasto de personal que va a necesitar
y para qué actividades concretas.

5. Las actividades o programas se desarrollarán durante
el año 2001.

Artículo 3. Beneficiarios. Requisitos.
Podrán solicitar las subvenciones reguladas en la presente

Orden las Federaciones de Asociaciones de Consumidores y
Usuarios que tengan ámbito regional e implantación en las
ocho provincias andaluzas y que se encuentren inscritas en
el Registro Público de Asociaciones de Consumidores de Anda-
lucía, sito en la Dirección General de Consumo.

2. Estos requisitos deberán mantenerse durante todo el
período de ejecución de la actividad desarrollada.

Artículo 4. Solicitudes, documentación y plazo.
1. Las solicitudes formuladas por las Federaciones diri-

gidas a la Dirección General de Consumo deberán presentarse
en el Registro de la Consejería de Gobernación, sito en Plaza
Nueva, 4, 41071, Sevilla, y en los Registros de los demás
órganos y en las oficinas que correspondan, de conformidad
con lo establecido en la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común (LRJAP Y PAC), modi-
ficada por la Ley 4/99, de 13 de enero, acompañadas de
la siguiente documentación, que deberá ir relacionada en las
mismas:

a) Memoria descriptiva y justificativa del programa de
actuaciones realizadas durante el ejercicio anterior al que
corresponde la solicitud de subvención.

b) Certificado del Secretario de la Organización, con el
Visto Bueno del Presidente, acreditativo del número de aso-
ciados a 31 de diciembre de 2000 y del importe de las cuotas
recaudadas en dicho año.

c) Balance de la situación económica a 31 de diciembre
de 2000.

d) Memoria descriptiva del programa objeto de la sub-
vención.

e) Presupuesto de los gastos que supone el desarrollo
del programa de actividades, objeto de la solicitud de sub-
vención, debidamente separados en partidas, incluyendo lo
dispuesto en el artículo 2.º, apartados 3 y 4.

f) Declaración responsable de no haber recibido subven-
ciones o ayudas para la misma finalidad o, en su caso, indi-
cación del importe de dichas ayudas y organismos que las
ha concedido.

g) Certificado del Secretario de la Organización con el
V.º B.º del Presidente de que sobre esa organización no ha
recaído resolución administrativa o judicial firme de reintegro,
o de que ya ha sido acreditado su ingreso.

h) Cualquier otra que pudiera apoyar las circunstancias
objeto de valoración en orden a la concesión de subvenciones.

2. El plazo de presentación de solicitudes es de veinte
días a contar desde el día siguiente al de la publicación de
la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
(BOJA).

Artículo 5. Criterios de valoración.
A efectos de la concesión de la subvención y determi-

nación de su importe a favor de cada organización solicitante,

se considerarán, además de la calidad y rigor de los programas
y actividades presentados, las siguientes circunstancias:

a) Implantación territorial, que se acredita con el número
de Asociaciones Provinciales y relación de localidades con pre-
sencia de asociados, con cuantificación de los mismos.

b) Relación de locales propios, abiertos y en funciona-
miento, en las ocho provincias andaluzas, con indicación del
domicilio, teléfono y realización de actividades que se llevan
a cabo en los mismos y horario de atención al público.

c) Relación de Gabinetes Jurídicos y Técnicos, con indi-
cación de componentes, titulación y dedicación a la Fede-
ración.

d) Número de afiliados a la Asociación e incremento del
mismo respecto del año anterior, debidamente justificados.

e) Investigaciones o estudios realizados en temas de con-
sumo, que no hayan sido anteriormente subvencionados.

f) Participación en jornadas, mesas redondas, charlas,
etc., organizadas por entidades ajenas a la propia organización
y en calidad de representante de la misma, distinguiendo entre
participación en calidad de ponente o de asistente.

g) Presencia en los medios de comunicación a fin de
desarrollar su labor de información a los ciudadanos como
consumidores, adjuntando documentación justificativa.

h) Convenios de Colaboración en vigor con Ayuntamien-
tos, sectores empresariales e Instituciones Públicas y privadas,
adjuntando copia de los mismos, exceptuando los firmados
en el seno del Consejo Andaluz de Consumo y/o de los CPC.

i) Número de reclamaciones que le han sido presentadas
y número de reclamaciones resueltas por la organización en
el ejercicio anterior.

j) Número de reclamaciones y/o denuncias presentadas
ante organismos de la Administración, con indicación de los
mismos, durante el ejercicio anterior.

Artículo 6. Resolución, notificación y publicación.
1. A la vista de la documentación presentada, la Dirección

General de Consumo resolverá motivadamente por delegación
del Consejero en el plazo de un mes, a contar desde el día
siguiente de la fecha de terminación del plazo de presentación
de solicitudes. En el caso de no haber recaído Resolución
expresa en el plazo establecido, se entenderá desestimada
la petición. Las subvenciones concedidas deberán ser publi-
cadas en el BOJA. A tal efecto, y según el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, la Consejería de Gobernación publicará
trimestralmente las subvenciones concedidas en cada período,
con expresión del programa y crédito presupuestario a que
se imputen, beneficiario, cantidad concedida y finalidad o fina-
lidades de la subvención.

2. No podrá resolverse la concesión de subvenciones o
ayudas a beneficiarios sobre los que haya recaído resolución
administrativa o judicial firme de reintegro, hasta que sea acre-
ditado su ingreso.

Artículo 7. Forma, secuencia del pago y justificación.
1. El pago de las subvenciones concedidas se realizará

mediante pagos en firme de justificación diferida y según los
siguientes porcentajes y calendario:

- 75% una vez notificada la concesión de la subvención
y acreditado por el beneficiario que se encuentra al corriente
de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de
Andalucía, así como que no es deudor de la misma por cual-
quier otro ingreso de derecho público.

- 25% una vez justificado el gasto de la cantidad abonada
y acreditado por el beneficiario que se encuentra al corriente
de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de
Andalucía, así como que no es deudor de la misma por cual-
quier otro ingreso de derecho público.
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2. La justificación de los gastos realizados a cargo de
los programas subvencionados se realizará en el plazo de tres
meses, contados desde el cobro efectivo de la subvención
de cada uno de los pagos realizados.

Dichos justificantes se presentarán en un ejemplar con-
teniendo las facturas originales, con su correspondiente recibí
firmado, numeradas y ordenadas, debiendo constar el nombre
y Código de Identificación Fiscal de la entidad perceptora de
la subvención, o de las Organizaciones provinciales de ésta,
ejecutoras de los programas subvencionados, así como del
emisor de la factura y fecha.

Deberá acompañarse, asimismo, registro contable de los
gastos y pagos realizados.

Los justificantes que afecten a gratificaciones por cola-
boración del personal temporal figurarán en recibos en los
que se hará constar el carácter de las mismas, su cuantía,
nombre y fotocopia del Número de Identificación Fiscal del
perceptor firmante y la correspondiente retención del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas.

La justificación del total de los gastos de personal y gastos
generales de la asociación se realizará mediante certificación
expedida por el representante legal de la asociación o cualquier
otro medio de prueba y deberá acreditar que se han utilizado
los recursos propios o los servicios del personal, y que se
han respetado los porcentajes previstos en cada programa.

En el caso del personal propio de la asociación, se deberá
aportar TCs correspondientes al período de duración de la acti-
vidad subvencionable.

Asimismo, deberán enviar Memoria explicativa de la rea-
lización de las actividades subvencionadas con una relación
específica de las dietas y gastos de viaje correspondientes
a cada proyecto junto con un certificado del representante
legal de la entidad subvencionada que acredite que el importe
total de los citados gastos ha sido aplicado a dicho proyecto
y las personas que los han realizado.

Para cuantificar los gastos correspondientes a dietas y
gastos de viaje se estará a lo establecido en el Decreto
220/1998, de 20 de octubre, por el que se modifica el Decreto
54/1989, de 21 de marzo, y en el Real Decreto 214/1999,
de 5 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del
Impuesto Sobre la Renta de las Personas Físicas.

3. El ejemplar conteniendo originales de facturas y Memo-
ria explicativa, una vez comprobado, podrá ser devuelto a la
entidad a solicitud de la misma, para lo cual deberá presentar
otro ejemplar con copia de la anterior documentación, igual-
mente numerada y ordenada.

4. No podrá proponerse el pago de subvenciones o ayudas
a beneficiarios que no hayan justificado en tiempo y forma
las subvenciones concedidas con anterioridad con cargo al
mismo programa presupuestario por la Administración Auto-
nómica y sus Organismos Autónomos.

Artículo 8. Obligaciones del beneficiario.
Son obligaciones del beneficiario de la subvención:

1. Realizar la actividad subvencionada, acreditando ante
el órgano concedente la aplicación de los fondos en la forma
y plazos establecidos en la presente Orden.

2. El sometimiento a las actuaciones de comprobación
de la Dirección General de Consumo, a las de control que
corresponden a la Intervención General de la Junta de Anda-
lucía y a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas
y de la Cámara de Cuentas de Andalucía, en cumplimiento
del art. 108.h) de la Ley General de Hacienda Pública y de
la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía para 2001.

3. Comunicar a la Dirección General de Consumo la obten-
ción de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, pro-
cedentes de cualquier Administración o Ente, públicos o pri-
vados, nacional o internacional, en el plazo máximo de 15

días desde la notificación de las mismas; así como toda alte-
ración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión
de la subvención en el plazo de 15 días desde que la alteración
se produzca.

4. Acreditar, previamente al cobro de la subvención, que
se encuentra al corriente de sus obligaciones fiscales con la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como que no es deu-
dor de la misma por cualquier otro ingreso de derecho público.

5. Hacer constar, en toda información o publicidad que
se efectúe de la actividad u objeto de la subvención, que
la misma está subvencionada por la Junta de Andalucía, indi-
cando la Consejería y Dirección General que la ha concedido,
en la forma que reglamentariamente se establezca.

Artículo 9. Modificación de la concesión.
Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para

la concesión de la subvención y, en todo caso, la obtención
concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes, públicos o privados, nacionales o
no, podrán dar lugar a la modificación de la resolución de
concesión, siendo competente para resolver dichas incidencias
la Dirección General de Consumo que, asimismo, resolverá
los expedientes de pérdida de la subvención concedida, por
incumplimiento de sus condiciones y, si procede, de reintegros,
por delegación del Consejero.

Artículo 10. Concurrencia con otras subvenciones.
El importe de las subvenciones reguladas en la presente

Orden, en ningún caso podrá ser de tal cuantía que aisla-
damente o en concurrencia con subvenciones o ayudas de
otras Administraciones Públicas o de otros Entes públicos o
privados, nacionales o no, supere el coste de la actividad a
desarrollar por el beneficiario.

Artículo 11. Reintegro de la subvención.
1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y

la exigencia del interés de demora desde el momento del pago
de la subvención en los siguientes casos:

a) Incumplimiento de la obligación de justificación.
b) Obtener la subvención sin reunir las condiciones reque-

ridas para ello.
c) Incumplimiento de la finalidad para la que la sub-

vención fue concedida.
d) Incumplimiento de las condiciones impuestas a los

beneficiarios con motivo de la concesión de la subvención.
e) Negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el artículo 85.bis de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

2. Igualmente, en el caso del artículo 10 de la presente
Orden procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste
de la actividad desarrollada.

Disposición adicional. Delegación de competencias.
Se faculta a la Dirección General de Consumo para dictar

las resoluciones que sean necesarias en desarrollo y aplicación
de la presente Orden.

Disposición final. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 22 diciembre de 2000

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación
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CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

DECRETO 1/2001, de 9 de enero, por el que se
establecen indemnizaciones a ex-presos y represalia-
dos políticos que sufrieron privación de libertad por
más de tres años y se acuerda abrir convocatoria públi-
ca para aquellos otros que sufrieron privación de liber-
tad por menos de tres años, ambos como consecuencia
de los supuestos previstos en la Ley 46/1977, de 15
de octubre, de Amnistía.

El Pleno del Parlamento de Andalucía en sesión celebrada
los días 16 y 17 de junio de 1999 aprobó la Proposición
no de Ley en Pleno 5-98/PNLP-12636, relativa a la con-
cesión de indemnizaciones a ex-presos y represaliados políticos
que no resultaron favorecidos con las indemnizaciones fijadas
en la Ley General de Presupuestos del Estado de 1990
(D.A. 18.ª de la Ley 4/1990, de 29 de junio), proposición
en la que el Parlamento instaba al Consejo de Gobierno a:

«1. Elaborar en colaboración con el Defensor del Pueblo
Andaluz, en un plazo no superior a tres meses, un estudio
sobre los andaluces que sufrieron prisión como consecuencia
de los supuestos contemplados en la Ley 46/77, de 15 de
octubre, y que no resultaron favorecidos por lo dispuesto en
la Disposición Adicional Decimoctava de la Ley General de
Presupuestos del Estado para 1990 (Ley 4/90, de 29 de junio),
por no cumplir cualquiera de los requisitos establecidos en
ella.

2. Dirigirse al Gobierno Central con las conclusiones de
dicho estudio, a fin de que en un plazo de tres meses se
amplíe el régimen de concesión de indemnizaciones previsto
en la Disposición Adicional Decimoctava de la Ley 4/90, Gene-
ral de Presupuestos del Estado, al objeto de que afecte a todos
los españoles que se encontraren en tal situación.

3. A dictar un Decreto, antes de que finalice el año 1999,
con efectos económicos de carácter retroactivo al 1 de enero
de 1999, en el caso de que por el Gobierno Central no se
cumpliera con el punto segundo anterior en el plazo allí pre-
visto, que regule la concesión de indemnizaciones, concretadas
como prestaciones únicas y no periódicas en función del tiempo
de permanencia en prisión a los andaluces que sufrieron prisión
como consecuencia de los supuestos contemplados en la
Ley 46/77, de 15 de octubre, y que no resultaron favorecidos
por lo dispuesto en la Disposición Adicional Decimoctava de
la Ley General de Presupuestos del Estado para 1990
(Ley 4/90, de 29 de junio), por no cumplir cualquiera de
los requisitos establecidos en ella.

4. Habilitar presupuestariamente los créditos necesarios
tanto para el pago de las indemnizaciones derivadas de la
entrada en vigor del citado Decreto, como para atender el
incremento de gasto que se pueda originar como consecuencia
de la tramitación de los correspondientes expedientes de
concesión.»

Una vez elaborado el estudio solicitado, el 20 de diciembre
de 1999 el Consejo de Gobierno prestó su conformidad al
mismo y acordó su elevación al Gobierno Central, ya que las
conclusiones de este estudio consideraban, por elementales
principios de equidad, que la ampliación del régimen de indem-
nizaciones se llevara a cabo por igual para todos los españoles.

Paralelamente a esta iniciativa andaluza, por el Congreso
de los Diputados se ha instado al Gobierno de la Nación a
la realización de los estudios pertinentes en orden a la amplia-
ción del régimen de indemnizaciones establecidos en la
Ley 4/1990, de 29 de junio, sin que dicha iniciativa haya
tenido eco alguno en el ejecutivo estatal, como tampoco el
posterior traslado de las conclusiones del estudio realizado
en esta Comunidad Autónoma.

Ante este hecho y atendiendo a la voluntad manifestada
no solamente por el Parlamento Andaluz sino también por
diversos sectores institucionales, grupos políticos y entidades,
resulta oportuno reparar la exclusión de muchos afectados
que pese a pasar una buena parte de sus vidas en prisión
por defender la libertad, la justicia y los valores democráticos
no fueron beneficiados por las indemnizaciones estatales de
1990. En este sentido, el Gobierno de Andalucía pretende
extender las indemnizaciones, con carácter inmediato por ser
la situación más agraviante, a los andaluces víctimas de repre-
salias que hayan cumplido penas privativas de libertad por
un período total superior a tres años en cualquier estable-
cimiento penitenciario, disciplinario o campo de concentración,
sin limitación en cuanto a la edad del represaliado. Asimismo,
en una segunda fase, se procederá a indemnizar a aquellos
otros que fueron privados de libertad por tiempo superior a
tres meses e inferior a tres años, en las condiciones y cuantía
que se establezcan, para lo cual se efectúa por medio de
este Decreto una convocatoria pública a todos aquéllos que
se encuentren en esta segunda situación.

Con estas disposiciones el Gobierno Andaluz, aunque
consciente de que ninguna indemnización puede devolver a
los afectados y a sus familiares lo que perdieron en su lucha
por las libertades públicas, quiere testimoniar el respeto de
todas las Instituciones de nuestra Comunidad, expresadas por
el Parlamento de Andalucía como representante legítimo de
todos los andaluces, con aquéllos de sus conciudadanos que
fueron privados de su libertad personal y sufrieron las más
penosas ofensas y humillaciones por su generosa lucha en
defensa de los valores democráticos en Andalucía y en España
y que además se vieron imposibilitados a acceder a las indem-
nizaciones establecidas por el Estado en 1990.

En su virtud, a propuesta de la titular de la Consejería
de Justicia y Administración Pública y previa deliberación del
Consejo de Gobierno, en su reunión del día 9 de enero de
2001,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
El presente Decreto tiene por objeto lo siguiente:

a) Establecer indemnizaciones económicas a los ex-presos
y represaliados políticos que sufrieron privación de libertad
por un período de tres o más años en establecimientos peni-
tenciarios, disciplinarios o campos de concentración, conse-
cuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977,
de 15 de octubre, de Amnistía, y no pudieron acceder a las
indemnizaciones establecidas en la Disposición Adicional Deci-
moctava de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos
Generales del Estado para 1990, por no cumplir el requisito
de edad establecido en ella.

b) Abrir una convocatoria pública para los ex-presos y
represaliados políticos que sufrieron privación de libertad por
un período superior a tres meses e inferior a tres años en
establecimientos penitenciarios, disciplinarios o campos de
concentración, consecuencia de los supuestos contemplados
en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía, cuyas
indemnizaciones y requisitos se fijarán mediante Decreto del
Consejo de Gobierno.

Artículo 2. Incompatibilidades.
Las indemnizaciones establecidas para los beneficiarios

descritos en el art. 1.a), y las que puedan establecerse para
las personas que acudan a la convocatoria pública prevista
en el art. 1.b), son incompatibles con las reconocidas por
la Disposición Adicional Decimoctava de la Ley 4/1990, de
29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 1990,
y con cualesquiera otras ayudas, indemnizaciones o subsidios
que hubieran percibido, o tuvieran derecho a percibir, en otra
Administración Pública y/o Seguridad Social por el mismo
motivo.


